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SENTENCIA 

 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de enero de 2020. 

Comparece QBE Seguros de Puerto Rico (QBE Seguro o 

peticionaria) ante este organismo judicial mediante Petición de 

certiorari.  Procura la revisión de la Resolución emitida 4 de 

noviembre de 2019, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Arecibo, en virtud de la cual quedó denegada la Solicitud 

de sentencia sumaria presentada por la peticionaria.  

Luego de examinar la Petición de certiorari, concedimos término 

a la señora María del C. Oquendo de Jesús (señora Oquendo de 

Jesús o recurrida) para que mostrara causa por la cual no debíamos 

expedir el auto solicitado.  Transcurrido en exceso de dicho término, 

la señora Oquendo de Jesús no ha hecho comparecencia alguna.  

Ante ello, damos por perfeccionado el recurso y procedemos a 

evaluarlo.  Para adjudicar la Petición interpuesta, tomamos en cuenta 
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la posición de la recurrida conforme surge de los documentos que 

acompañan el apéndice del recurso.  

Ponderado el asunto en controversia, adelantamos, que hemos 

decidido confirmar en parte y modificar la resolución recurrida. 

I. 

El 18 de septiembre de 2018, la señora Oquendo de Jesús 

presentó una demanda sobre incumplimiento de contrato, daños, 

mala fe y dolo contra QBE Seguros.  Arguyó ser la propietaria de un 

inmueble sito en Utuado.  Alegó que dicha propiedad sufrió daños 

como consecuencia del paso del Huracán María.  Señaló que el 

inmueble se encontraba asegurado por la póliza DF000399-05 de 

QBE Seguros.  Indicó que previo a instar la acción judicial había 

incoado una reclamación ante QBE Seguros.  Adujo que la 

aseguradora se negó a resarcir los daños sufridos en la propiedad.  

Apuntó intención y voluntariedad por parte de QBE Seguros para 

incumplir con el contrato de seguros y así evadir el pago de los 

beneficios que le corresponde.  Afirmó que tal actuación, le ha 

causado perjuicios; daños económicos y angustias mentales.   

Ante las alegaciones de la recurrida, QBE Seguros levantó la 

defensa de pago en finiquito.  Luego solicitó la resolución sumaria del 

pleito.  En su solicitud, mencionó que en el caso aplicaba la 

aceptación en finiquito y que ante la ausencia de hechos materiales 

en controversia procedía en Derecho desestimar la demanda.  Anejó a 

su solicitud documentación complementaria en apoyo.   

La recurrida se opuso.  En su escrito, señaló que existía 

controversia sobre si su reclamación se había extinguido al aceptar la 

cantidad de $7,652.60 como pago por los daños sufridos en su 

propiedad.  Sostuvo que QBE Seguros y R & G Espinoza no 

acudieron a la propiedad afectada.  Alegó que no tuvo intención 

alguna de eximir a la aseguradora de sus responsabilidades.  Señaló 
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que la aseguradora no puede aprovecharse de la necesidad y 

desconocimiento del asegurado para entramparlo a su conveniencia, 

sino que su deber es informar adecuadamente a su cliente en un 

idioma y lenguaje que entienda.  Afirmó que los documentos anejados 

por QBE Seguros no presentan un lenguaje claro y definitivo de la 

finalidad del pago.  Alegó que la aseguradora nunca le proveyó 

información sobre sus deberes, derechos y procedimientos 

relacionados con la reclamación.  Puntualizó, que la investigación y 

orientación de QBE Seguros fue una irrazonable, injusta y contraria 

a lo dispuesto en el Artículo 27.161 del Código de Seguros.  

El 4 de noviembre de 2019, el foro recurrido emitió Resolución 

declarando No Ha Lugar la solicitud instada por QBE Seguros.  En 

esta consignó cinco (5) hechos que entendió estaban incontrovertidos 

y otros cinco (5) que se encontraban en controversia.   

Inconforme, con la denegatoria de su Solicitud de sentencia 

sumaria, CBE Seguros acude ante este foro revisor atribuyéndole al 

tribunal primario lo siguiente: 

[e]rró el TPI al denegar la solicitud de sentencia sumaria de 
QBE, toda vez que la parte demandante no rebatió la misma a 
tenor con la Regla 36 de Procedimiento Civil. 

 

[e]rró el TPI al resolver que el Reglamento 8599 del 
Departamento de Asuntos del Consumidor del 28 de mayo de 
2015 es de aplicación al caso de marras. 

 

[e]rró el TPI en su interpretación y aplicación de la figura del 
pago en finiquito. 

 

Resolvemos lo planteado, de conformidad al derecho aplicable 

al asunto que hoy revisamos y que reseñamos más adelante.  

II. 

-A- 

La sentencia sumaria es el “mecanismo procesal que provee 

nuestro ordenamiento para propiciar la solución justa, rápida y 

económica de controversias en las cuales resulta innecesario celebrar 

un juicio plenario”. González Santiago v. Baxter, 2019 TSPR 79, 202 
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DPR ____ (2019); Rodríguez Méndez v. Laser Eye, 195 DPR 7, 25 

(2014).  A través de dicho mecanismo, se “vela adecuadamente por el 

balance entre el derecho de todo litigante a tener su día en corte y la 

disposición justa, rápida y económica de los litigios civiles”. Ramos 

Pérez v. Univisión, 178 DPR 200 (2010). 

La Regla 36 de Procedimiento Civil, regula lo concerniente a la 

presentación de una moción y la procedencia de la resolución de un 

pleito sumariamente. 32 LPRA Ap. V, R. 36.  Así pues, una parte 

puede presentar una moción de sentencia sumaria fundada, “en 

declaraciones juradas o en aquella evidencia que demuestre la 

inexistencia de una controversia sustancial de hechos esenciales y 

pertinentes, para que el tribunal dicte sentencia sumariamente a 

favor sobre la totalidad o cualquier parte de la reclamación 

solicitada”.  Regla 36.1 de Procedimiento Civil, supra.  En vista de 

ello, el opositor a que se resuelva por la vía sumaria tiene el peso de 

presentar prueba que controvierta las alegaciones presentadas por el 

promovente de la moción.  Además, deberá cumplir con los requisitos 

reglamentarios establecidos en la 36.3 de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 36.3. Si la parte contraria no presenta contestación 

dentro del término de veinte (20) desde su notificación, se entenderá 

que la moción de sentencia sumaria queda sometida para la 

consideración del tribunal.  Regla 36.3(e) de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 36.3(e).  

A tenor con lo anterior, la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, 

supra, instruye que “procede dictar sentencia sumaria si las 

alegaciones, deposiciones y admisiones ofrecidas, en unión a las 

declaraciones juradas y alguna otra evidencia que acreditan la 

inexistencia de una controversia real y sustancial respecto a algún 

hecho esencial y material y, además si el derecho aplicable así lo 

justifica”.  Roldán Flores v. M. Cuebas, 199 DPR 664, 676 (2018); 
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Lugo Montalvo v. Sol Meliá Vacation, 194 DPR 209, 225 (2015).  En 

síntesis y como cuestión de derecho, procede resolver una contención 

judicial sumariamente, “en aquellos casos en los que no existen 

controversias reales y sustanciales en cuanto a hechos materiales, 

por lo que lo único que queda por parte del poder judicial es aplicar 

el Derecho”.  González Santiago v. Baxter, supra; Rodríguez Méndez v. 

Laser Eye, supra.  

Conviene subrayar, que el hecho material al que hace 

referencia la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, supra, “es aquel que 

puede afectar el resultado de la reclamación al amparo del Derecho 

sustantivo aplicable”. Ramos Pérez v. Univisión, supra, citando a J.A. 

Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, San Juan, Pubs. 

JTS, 2000, T. I, pág. 609.  Por lo tanto, la controversia que surja 

sobre el hecho material tiene que ser real. Ramos Pérez v. Univisión, 

supra, pág. 213.  Es decir, “debe ser de una calidad suficiente como 

para que sea necesario que un juez la dirima a través de un juicio 

plenario”.  Íd.  Consecuentemente, el promovente de “que se dicte 

sentencia sumaria tiene que establecer su derecho con claridad y 

demostrar que los hechos materiales se encuentran 

incontrovertidos”.  Velázquez Ortiz v. Mun. de Humacao, 197 DPR 

656, 663 (2017). 

Por último, los foros revisores “nos encontramos en la misma 

posición que el Tribunal de Primera Instancia para evaluar la 

procedencia de una sentencia sumaria”. González Santiago v. Baxter, 

supra.  En consecuencia, “nuestra revisión es una de novo, y el 

análisis debe regirse por las disposiciones de la Regla 36 de 

Procedimiento Civil, supra, y su jurisprudencia interpretativa”. Íd.  

De esta forma, “si encontramos que los hechos materiales realmente 

están incontrovertidos, debemos revisar si el Tribunal de Primera 

Instancia aplicó correctamente el Derecho”. Íd.; Meléndez González et 
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al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 118 (2015).  En suma, al realizar 

nuestra función revisora debemos determinar “si existe o no alguna 

controversia genuina de hechos materiales y esenciales, y si el 

derecho se aplicó de forma correcta”.  Vera v. Bravo, 161 DPR 308, 

334-335 (2004). 

-B- 

En nuestra jurisdicción la industria de seguros esta revestida 

de un gran interés público debido a su importancia, complejidad y 

efecto en la economía y la sociedad.  Jiménez López et al. v. SIMED, 

180 DPR 1 (2010); S.L.G. Francis-Acevedo v. SIMED, 176 DPR 372 

(2009).  De ahí que haya sido extensamente reglamentada por el 

Estado mediante el Código de Seguros de Puerto Rico y esté sujeta de 

manera supletoria por nuestro Código Civil.  Savary et al. v. Mun. San 

Juan, 198 DPR 1014, 1023 (2017); Natal Cruz v. Santiago Negrón, 

188 DPR 564 (2013).   

El Artículo 1.020 del Código de Seguros de Puerto Rico, define 

el contrato de seguros como aquel en el que “una parte se obliga a 

indemnizar a otra, a pagarle o a proveerle un beneficio específico o 

determinable al producirse un suceso incierto previsto en el mismo”. 

26 LPRA sec. 102.  En el contrato de seguros se transfiera el riesgo a 

la aseguradora y se protege al asegurado de ciertos eventos 

identificados en el contrato. Savary et al. v. Mun. San Juan, supra, 

pág., 1023; RJ Reynolds v. Vega Otero, 197 DPR 699 (2017).  A tono 

con lo anterior, el asegurador que expidiere una póliza a favor de una 

persona por daños a la propiedad, “será responsable cuando 

ocurriere una pérdida cubierta por la póliza”. Artículo 20.010 del 

Código de Seguros de Puerto Rico, 26 LPRA sec. 2001. 

Conforme a la política imperante en nuestra jurisdicción, el 

Código de Seguros de Puerto Rico regula las prácticas comerciales de 

esta industria.  Carpets & Rugs v. Tropical Reps, 175 DPR 615, 635 
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(2009); Assoc. Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. PR, 144 DPR 425, 442 

(1997).  “Uno de los renglones mayormente regulado por el Código de 

Seguros de Puerto Rico es el perteneciente a las prácticas desleales y 

fraude en el negocio de los seguros”.  Carpets & Rugs v. Tropical 

Reps, supra, pág. 632; Comisionado de Seguros v. PRIA, 168 DPR 659 

(2006).  Su propósito es regular las prácticas comerciales en el 

negocio de seguros, definiendo o disponiendo para la determinación 

de todas las prácticas en Puerto Rico que constituyan actos o 

prácticas engañosas, y prohibiendo las prácticas comerciales que así 

se definan o determinen. Artículo 27.010 del Código de Seguros, 26 

LPRA sec. 2701.  Paralelamente, el Artículo 27.020 del Código de 

Seguros de Puerto Rico prohíbe cualquier acto o práctica injusta o 

engañosa en el negocio de seguros. 26 LPRA sec. 2702.   

Por su parte, el Artículo 27.161 del Código de Seguros de 

Puerto Rico establece aquellas situaciones que constituyen prácticas 

o actos desleales en el ajuste de reclamaciones.  26 LPRA sec. 2716a.  

Especialmente, lista las siguientes prácticas o actos como desleales: 

(4) [r]ehusar pagar una reclamación sin llevar a cabo una 
investigación razonable basada en la información 
disponible. 

 
(7) Obligar a los asegurados o reclamantes a entablar pleitos 

para recobrar bajo los términos de una póliza, porque se 
le ha ofrecido al asegurado u reclamante una cantidad 
sustancialmente menor que la cantidad que podría ser 
recobrada finalmente en un litigio o porque se le ha 
negado incorrectamente la cubierta bajo los términos de 
la póliza. 

 
(8) Tratar de transigir una reclamación por una cantidad 

menor que la que el asegurado o reclamante 
razonablemente tenga derecho, basado en la literatura o 
material impreso que se le acompaño o se hizo formar 
parte de la solicitud.  

 
[. . .] 
 
(19) Requerir que el asegurado o reclamante firme un relevo 

que pueda ser interpretado como que releva al 
asegurador de aquellas obligaciones contractuales que no 
fueron objeto de la transacción. Íd.  

 

Cónsono con lo anterior, el Reglamento Núm. 2080 para las 

Prácticas desleales en el ajuste de reclamaciones de la Oficina del 
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Comisionado de Seguros, paralelamente define aquellas prácticas 

consideradas desleales en el ajuste de reclamaciones.  Artículo 1 del 

Reglamento Núm. 2080 para las Prácticas Desleales en el Ajuste de 

Reclamaciones, Núm. 2080, Oficina del Comisionado de Seguros, 6 

de abril de 1976, pág. 1 (Reglamento Núm. 2080).  En lo 

concerniente, el Artículo 7(f) del Reglamento Núm. 2080 enumera 

diversos actos o prácticas engañosas.  Entre los aspectos 

enumerados se encuentran: 

(1) [d]ejar de proveer a los reclamantes los formularios de 
reclamación, adecuada orientación y asistencia a los 
asegurados. 
 

[. . .] 
 
(5) Requerir que el asegurado reclamante firme un relevo 

que pueda ser interpretado como que releva al 
asegurador de aquellas obligaciones contractuales que no 
fueron objeto de la transacción. Íd.   

 

-C- 

El pago en finiquito (accord and satisfaction) es una figura del 

derecho común anglosajón incorporada a nuestro ordenamiento 

jurídico a partir del año 1943. Gilormini Merle v. Pujals Ayala, 116 

DPR 482, 484 (1985); López v. South PR Sugar Co., 62 DPR 238, 244 

(1943) citando a, City of San Juan v. St. John’s Gas Co., 195 US 510 

(1904).  La aceptación como finiquito es un modo de extinguir una 

obligación.  A. Martínez & Co. Long. Const. Co., 101 DPR 830, 834 

(1973).  También constituye una defensa afirmativa al responder una 

alegación en un pleito de naturaleza civil.  Regla 6.3(b) de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 6.3(b).   

Para que se configure el pago en finiquito se requiere el 

concurso de los siguientes tres elementos: (1) una reclamación 

ilíquida o sobre la cual exista controversia bona fide; (2) un 

ofrecimiento de pago por el deudor; y (3) una aceptación del 

ofrecimiento de pago por el acreedor.  H. R. Elec., Inc. v. Rodríguez, 
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114 DPR 236, 240 (1983); Pagán Fortis v. Garriga, 88 DPR 279, 282 

(1963).   

El primer elemento del pago en finiquito fue modificado en 

Martínez & Co. v. Long Const. Co., 101 DPR 830, 834 (1973).  Allí 

nuestro Tribunal Supremo exigió, “no solo la liquidez de la deuda 

sino la ‘ausencia de opresión o indebida ventaja de parte del deudor’ 

sobre su acreedor”. H. R. Elec., Inc. v. Rodríguez, supra; A. Martínez & 

Co. v. Long Const. Co., supra.   

En cuanto al ofrecimiento de pago que hace referencia el 

segundo elemento de esta figura, nuestro Tribunal Supremo ha 

requerido que “tiene que ir acompañado por declaraciones o actos 

que claramente indiquen que el pago ofrecido por el deudor al 

acreedor es en pago total, completo y definitivo de la deuda existente 

entre ambos”.  H. R. Elec., Inc. v. Rodríguez, supra, pág. 242.   

Sobre la aceptación del ofrecimiento de pago por el acreedor, se 

ha resuelto que la simple retención del cheque no configura la 

defensa de aceptación como finiquito, sino que “lo lógico y razonable 

es que investigue y consulte sobre cuál es el camino a seguir, lo que 

necesariamente conlleva el transcurso de algún tiempo, la 

razonabilidad del cual, por necesidad, tendrá que ser determinado 

según las circunstancias particulares de cada caso”.  Íd., págs. 243-

244.  En fin, “en ausencia de actos por parte del acreedor claramente 

indicativos de la aceptación de la oferta que se le ha hecho, la mera 

retención por su parte del pago ofrecido, durante un período 

razonable no implica que éste haya aceptado la oferta y, por lo tanto, 

no entra en vigor la doctrina de aceptación como finiquito”.  Íd., pág. 

244. 

De este modo, en vista del requisito sine qua non de que la 

deuda sea ilíquida o de que exista una controversia bona fide sobre la 

misma, “parece obvio que cuando el acreedor en las circunstancias 
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antes indicadas recibe del deudor y hace suya una cantidad menor 

que la que él reclama, el acreedor está por ello impedido de reclamar 

la diferencia entre lo recibido y lo por él reclamado”.  López v. South 

PR Sugar Co., supra, pág. 245.  

III. 

En la Resolución recurrida, el foro primario denegó resolver por 

la vía sumaria la contención de epígrafe.  QBE Seguros entiende que 

el foro recurrido erró al así hacerlo.  Sostiene que entre las partes 

ocurrió una negociación.  Señala que hubo tres (3) revisiones, dos (2) 

solicitudes de reconsideración y una aceptación del pago.  Alega que 

la señora Oquendo de Jesús no fue obligada a recibir una cantidad 

menor de la que reclamó, sino que libre y voluntariamente aceptó 

culminar la reclamación al firmar el Proof of Loss.  Indica que no 

hubo vicio en el consentimiento.  Es su postura que, se extinguió la 

reclamación de la señora Oquendo de Jesús al aceptar, retener y 

cambiar el cheque núm. 0001332685.  Asevera que se configuraron 

los requisitos de pago en finiquito.   

Por otro lado, sostiene que la recurrida incumplió con los 

preceptos de la Regla 36 de Procedimiento Civil.  Afirma que la 

señora Oquendo de Jesús no presentó evidencia que controvierta la 

moción de carácter dispositivo.  Aduce que, por ello, el foro recurrido 

no tenía evidencia que le permitiera establecer hechos en 

controversia.   

En particular, en su Resolución el TPI determinó que los 

siguientes hechos están incontrovertidos:  

1. El huracán María atravesó la Isla de Puerto Rico el 20 de 
septiembre de 2017. 

 
2. La parte demandante presentó una reclamación por 

daños ocurridos en la propiedad, QBE Seguros asignó el 
número 65285 a la reclamación y procedió el 24 de 
octubre de 2017, a notificar comunicación escrita al 
amparo de la Ley Núm. 18 de 8 de enero de 2004. 
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3. El 25 de octubre de 2017, el ajustador independiente R & 
G Espinosa cursa una comunicación escrita a través del 
correo electrónico m_oquendo04@yahoo.com en solicitud 
de documentos necesarios para realizar la investigación y 
ajuste de la reclamación.  

 

4. El 30 de diciembre de 2017, R & G Espinosa por no 
haber recibido los documentos procedió a remitir 
comunicación escrita a la demandante. 

 
5. El 6 de noviembre de 2017, la demandante procede a 

remitir los documentos solicitados junto con estimado de 
daños y partidas para la adjudicación de la reclamación.  
A esos efectos, el Ajustador Independiente cursó una 
comunicación por correo electrónico confirmando el 
recibo de la documentación.  

 

De otra parte, consignó los siguientes hechos en controversia:  

1. R & G Espinosa procedió a realizar el ajuste enviando 
una primera [o]ferta por la cantidad de $4,462.60. 

 
2. La parte demandante presentó una solicitud de 

reconsideración, luego de considerar la misma, el 
ajustador independiente procedió a enviar una segunda 
oferta por la cantidad de $5,752.60. 

 
3. La demandante solicitó nuevamente reconsideración 

donde el ajustador independiente luego de evaluar y 
considerar la misma remitió una tercera oferta por la 
cantidad de $7,752.60 la cual fue aceptada por la parte 
demandante el 12 de febrero de 2018. 

 
4. Una vez firmada la Hoja de Pérdida (“Proof of Loss”) la 

parte demandada procedió a cerrar la reclamación con 
pago.  Se certifica mediante comunicación escrita 
fechada 9 de agosto de 2018, que la parte demandante 
cobró el cheque el 20 de marzo de 2018 aceptando el 
pago en finiquito.   

 

Sin embargo, aun cuando el foro recurrido consigna que existe 

controversia en cuanto a si el cobro del cheque se hizo en aceptación 

en finiquito, concluye que en el caso no se configuró dicha doctrina 

del derecho común anglosajón.  A su vez, resuelve que en el 

ofrecimiento del pago no medió buena fe, claro entendimiento y se 

acreditó opresión e indebida ventaja por parte de QBE Seguros.  

Empero, a base de los documentos que obran en autos, no hay 

prueba que sustente dichas conclusiones.  Por el contrario, se trata 

de planteamientos que conforman parte de las alegaciones de la 

señora Oquendo de Jesús, que no se encuentran sustentadas por la 

evidencia documental.  Por tanto, es esencial que se celebre una vista 

evidenciaria para dilucidar tales alegaciones.  Es decir, es preciso que 

mailto:m_oquendo04@yahoo.com
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se presente prueba que permita determinar sobre los elementos 

subjetivos antes expresados, a saber: si en el ofrecimiento de pago 

medio o no buena fe, claro entendimiento y si hubo o no opresión e 

indebida ventaja por parte de QBE.   Además, para evaluar si se 

configuró la aceptación en finiquito.  Es luego de ser aclarados tales 

hechos en controversia, que el foro primario podrá formular sus 

conclusiones de derecho.   

En suma, evaluado el asunto de novo, coincidimos con el foro 

recurrido en cuanto a los hechos que encontró incontrovertidos, así 

como los hechos medulares que identificó en controversia.  Por 

consiguiente, los hacemos formar parte de esta sentencia.  

Concluimos que, fue correcto decidir que no procedía la sentencia 

sumaria solicitada.  En cuanto a ello, confirmamos el dictamen 

recurrido.  No obstante, el foro llegó a determinar otros hechos 

materiales y a concluir en derecho varios aspectos, lo cual no 

procedía.  Por ello, se deja sin efecto la conclusión a la cual arribó el 

Tribunal de Primera Instancia y que consignó en su Resolución 

relacionada a que no medió buena fe, entendimiento, y que hubo 

opresión y ventaja indebida, así como que no se configuró la figura de 

pago en finiquito.  Determinamos que todo ello, también está en 

controversia.  Así pues, se ordena al Tribunal de Primera Instancia 

que celebre una vista evidenciaria a fin de que se dilucide la 

procedencia o no de la demanda y se adjudique si en efecto es 

aplicable o no la defensa de pago en finiquito.   

IV. 

De la manera antes descrita y por los fundamentos antes 

expuestos, se expide el auto de certiorari, se confirma en parte y se 

modifica la Resolución recurrida.  En consecuencia, se devuelve el 

asunto al foro de origen para la celebración de la vista evidenciaria 

correspondiente.  
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Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


